
 

 

 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

CONCEPTO 177846 DE 2019 

(noviembre 15) 

Bogotá D.C., 

Señora 

XXXXXXXXXXXXXXX 

Asunto: Convenios Interadministrativos para la realización del Servicio Social Obligatorio. 

Cordial saludo, 

De conformidad con su consulta del asunto, elevada mediante el radicado de la referencia, esta Oficina 

Asesora Jurídica procederá a emitir concepto de acuerdo con sus funciones establecidas en los numerales 

7.8, 7.10 y 7.11 del artículo 7 del Decreto Nacional 5012 de 2009, y en los términos del artículo 28 del 

CPACA, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, según el cual, por regla general, los conceptos 

emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular 

consultas, no son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 

1. Consulta. 

“Por medio de la presente nos dirigimos a usted para que sea posible analizar el caso con relación al Servicio 

Social Estudiantil del Colegio Salesiano San Juan Bosco del municipio de Dosquebradas; esto con el fin de 

realizar un convenio intermunicipal entre secretarias de educación de Pereira y Dosquebradas para que los 

estudiantes de nuestro colegio puedan realizar las prácticas de acción social en la capital de nuestro 

Departamento. La idea es hacer contacto directo con el señor Daniel Perdomo (secretaria de educación de 

Pereira) para que sea expuesto el caso y aprobar dicho convenio. De esta forma, los estudiantes del colegio 

tendrán más opciones para realizar su Servicio Social Estudiantil Obligatorio según las normativas legales 

vigentes.” (sic) 

2. Marco. 

2.1. Constitución Política de Colombia de 1991. 

2.2. Ley 489 de 1998. “por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades 

del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las 

atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras 

disposiciones.” 

2.3. Ley 115 de 1994. “Por la cual se expide la ley general de educación.” 
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2.4. Ley 715 de 2001: “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de 

conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legisla vo 01 de 2001) de la Constitución Política y se 

dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.” 

2.5. Decreto 1075 de 2015. “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 

Educación.” 

2.6. Resolución 4210 de 1996 [Ministerio de Educación Nacional] 

2.7. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera, C.P. Enrique Gil Botero, 

providencia del 7 de octubre de 2009, radicación No. 25000-23-24-000-2000-00754-01 (35476). 

2.8. Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, C. P. Enrique Jose Arboleda Perdomo, 30 de 

abril de 2008, radicación No. 11001-03-06-000-2008-00013-00(1881). 

2.9. Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Sección Tercera, Consejero Ponente: 

consejero ponente (E): Mauricio Fajardo Gomez, Radicación número: 66001-23-31-000- 1998-00261-

01(17860). 

3. Análisis. 

Previamente, le precisamos que esta Oficina Asesora Jurídica (OAJ) no resuelve casos concretos, por ende, 

no define derechos, no asigna obligaciones y tampoco establece responsabilidades; sino que emite conceptos 

jurídicos, entendidos como respuestas a consultas claras, concretas y precisas en forma de pregunta sobre un 

punto materia de cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la interpretación, alcance y/o aplicación de 

una norma jurídica o la resolución de una situación fáctica genérica. 

Bajo ese entendido, su consulta ha sido sintetizada así: 

¿Pueden las secretarias de educación certificadas realizar convenios entre sí, para la prestación del Servicio 

Social Obligatorio de la educación media.? 

¿Pueden los colegios privados realizar convenios, con entes gubernamentales y no gubernamentales, para la 

prestación del Servicio Social Estudiantil de la educación media.? 

Para contestar el presente concepto se abocará a las siguientes tesis jurídicas: (i) Definición de convenio 

Interadministrativo, (ii) Administración de los establecimientos de educación preescolar, básica y media 

oficiales, (iii) Educación media, (iv) Servicio Social Obligatorio, (v) Resolución 4210 de 1996 [Ministerio de 

Educación Nacional], (vi) Conclusión. 

3.1. Definición de convenio Interadministrativo 

Teniendo en cuenta, que la consulta versa sobre convenios interadministrativos, es pertinente señalar lo 

dispuesto, en el artículo 95 de la Ley 489 de 1998, que manifiesta: 

“Artículo 95. Asociación entre entidades públicas. Las entidades públicas podrán asociarse con el fin de 

cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se hallen 

a su cargo, mediante la celebración de convenios interadministrativos o la conformación de personas jurídicas 

sin ánimo de lucro. 

[...]" (Negrilla fuera de texto) 

Aunado a lo anterior, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera, C.P. 

Enrique Gil Botero, providencia del 7 de octubre de 2009, radicación No. 25000-23- 24-000-2000-00754-

01(35476). Manifestó sobre el particular: 

“Para la doctrina existe claridad en la ubicación de los convenios interadministrativos dentro de la actividad 

negocial de la Administración. Si bien es cierto, que constituye una especie distinta del contrato, coincide con 

éste en que las manifestaciones de voluntades comprometen situaciones subjetivas, generan el cumplimiento 

de obligaciones en cabeza de cada una de las partes. La diferencia radica en que los intereses en juego no 

son contrapuestos sino coincidentes entre sí y con el interés general. La participación de dos entidades que 

tengan capacidad de contratación de acuerdo con la Ley 80 constituye un presupuesto ineludible de la 

definición de convenio interadministrativo, su objeto es la implementación de modos de gestionar la actividad 

pública, en algunas oportunidades ejercer funciones administrativas sin que ello conlleve una delegación de 

las mismas... Para la Sala de Consulta y Servicio Civil de esta corporación se está ante una modalidad 
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contractual, cuya particularidad es su celebración en virtud del principio de cooperación entre entidades 

públicas, de tal modo que su finalidad no es otra distinta a “la de cumplir en forma conjunta con las funciones 

a cargo de ambas entidades, o prestar servicios públicos que le han sido encomendados”... 

Los convenios constituyen formas concretas de colaboración interadministrativa en el cumplimiento de fines y 

cometidos estatales; esta colaboración puede revestir dos maneras distintas: la asunción conjunta de 

funciones administrativas a través de la creación de un nuevo ente u organismo administrativo generalmente 

dotado de personalidad jurídica o en otros casos puede realizarse mediante la celebración de contratos, 

evento en el cual la actividad aunque concurrente sigue permaneciendo en la esfera competencial de cada 

una de las administraciones comprometidas... Estas dos posibilidades se consagran en el artículo 95 de la Ley 

489 de 1998: [...]. 

Del inciso primero del artículo 95 de la ley 489 de 1998 se desprenden los elementos que conforman la 

institución de los convenios administrativos: en primer lugar, los sujetos llamados a celebrarlos deben tener la 

condición de entidades públicas, y; en segundo lugar, su objeto es el desarrollo conjunto de cualquier tipo de 

actividad que pueda interesar a dos o más administraciones, [...] (Negrilla fuera de texto) 

Además, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, C. P. Enrique José Arboleda Perdomo, 

30 de abril de 2008, radicación No. 11001-03-06-000-2008-00013-00(1881), estableció: 

“Esta Sala ha conceptuado... que los convenios o contratos interadministrativos, si bien están nominados en la 

ley 80 de 1993, han sido parcialmente regulados por el primer inciso del artículo 95 de la ley 489 de 1998 que 

es del siguiente tenor: 

[..]” 

Esta norma, que hace parte de la ley que regula la organización de la administración pública, organiza dos 

situaciones, a saber: los convenios interadministrativos y la creación de personas jurídicas sin ánimo de lucro. 

Siguiendo la definición transcrita, procede la Sala a aplicarla al problema planteado de cómo interpretar esta 

clase de contratos cuando surjan dudas sobre su contenido obligacional, para lo cual es entonces necesario 

tener en cuenta dos elementos, a saber: que estos convenios se celebran en virtud del principio de 

colaboración entre entidades públicas, y que su finalidad es la de cumplir en forma conjunta con las funciones 

a cargo de ambas entidades, o prestar los servicios públicos que les han encomendado. 

El principio de coordinación o colaboración está definido por el artículo 6 de la misma ley, como la necesidad 

de ejercer sus respectivas funciones con el fin de lograr los fines y cometidos estatales; que aplicado a la 

institución de los contratos, significa que las partes se obligan a poner en ejecución todos los medios a los que 

se comprometen para obtener la realización del objeto del convenio. Implica que en el contrato regido por el 

principio de colaboración, no se da un verdadero intercambio de bienes o servicios (contrato conmutativo), 

sino que los contratantes realizan la finalidad propia de las entidades contratantes. El contenido obligacional 

se estructura en una doble perspectiva, definiendo el resultado querido por las partes, y las acciones y medios 

que cada una de ellas desplegará para obtener el objeto convenido. 

Es de la esencia del contrato o convenio interadministrativo, que cada una de las entidades partes 

contratantes realice los cometidos estatales a su cargo, pues es obvio que ninguna puede buscar fines 

públicos diferentes de aquellos que le fueron expresamente encomendados. En desarrollo de estos 

convenios, cada uno de los contratantes buscará ejecutar las tareas que le fueron asignadas, sin que esto 

signifique que necesariamente sea la misma, pues frecuentemente se trata de fines complementarios. Por 

esta razón, es también posible que una de las entidades obtenga una remuneración a cargo de la otra (u 

otras) por los servicios o la ejecución del objeto del contrato, todo de acuerdo con las facultades que les son 

propias y con los estatutos que las rigen. 

El título trece del libro cuarto del Código Civil, contiene un conjunto de normas que permite la interpretación de 

los contratos, y en cuanto al tema que se plantea, resalta la Sala las siguientes reglas que tienen especial 

interés: 

“Art. 1618.- Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de 

las palabras.” 

“Art. 1622.- Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que 

mejor convenga al contrato en su totalidad. 

“Podrán también interpretarse por las de otro contrato entre las mismas partes y sobre la misma materia. 
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“O por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas las partes, o una de las partes con aprobación de la 

otra parte.” 

La primera de las citadas le ordena, tanto a las partes como a los terceros que conozcan el contrato, atenerse 

a la intención de los contratantes antes que al tenor literal de las estipulaciones escritas, pues se presenta que 

el lenguaje escrito no siempre traduce íntegramente la voluntad de los contratantes. Lo que interesa de esta 

regla para el efecto del concepto que se emite, es la obligatoriedad de interpretar el contrato según la 

intención de las partes, pues los terceros, incluyendo al juez del contrato si llegare a conocerlo en un proceso, 

no pueden darle su propia interpretación y sacar de ella consecuencias jurídicas no queridas por los 

contratantes. 

En relación con el artículo 1622 del Código Civil, resalta la Sala la última de las reglas, la que dice que una de 

las formas de conocer la intención de las partes es la ejecución práctica del contrato, y a ella han de atenerse 

tanto los contratantes como los terceros que deban conocer de él. 

Para aplicar las normas comentadas al caso de los contratos interadministrativos, a más de la voluntad de las 

partes, debe tenerse en cuenta la finalidad pública que cada una de las entidades busca cumplir con el 

contrato que se interpreta, pues en derecho público, al lado de la voluntad, es esencial la finalidad, dado que 

la mera liberalidad no puede ser ni causa ni fin de los contratos de la administración” (Negrilla fuera de texto) 

Finalmente, no existe distinción entre convenio y contrato, sobre este tópico precisó la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, Sección Tercera, Consejero Ponente: consejero ponente (E): Mauricio 

Fajardo Gomez, Radicación número: 66001-23-31-000-1998- 00261-01(17860) lo siguiente: 

"En atención a lo anterior y en relación específicamente con lo que interesa para el caso concreto, se puede 

señalar que los convenios o contratos interadministrativos tienen como características principales las 

siguientes: (i) constituyen verdaderos contratos en los términos del Código de Comercio cuando su objetivo lo 

constituyen obligaciones patrimoniales; (ii) tienen como fuente la autonomía contractual; (iii) son contratos 

nominados puesto que están mencionados en la ley (39); (iv) son contratos atípicos desde la perspectiva legal 

dado que se advierte la ausencia de unas normas que de manera detallada los disciplinen, los expliquen y los 

desarrollen, como sí las tienen los contratos típicos, por ejemplo compra venta, arrendamiento, mandato, etc. 

(v) la normatividad a la cual se encuentran sujetos en principio es la del Estatuto General de Contratación, en 

atención a que las partes que los celebran son entidades estatales y, por consiguiente, también se obligan a 

las disposiciones que resulten pertinentes del Código Civil y del Código de Comercio; (vi) dan lugar a la 

creación de obligaciones jurídicamente exigibles; (vii) persiguen una finalidad común a través de la realización 

de intereses compartidos entre las entidades vinculadas; (viii) la acción mediante la cual se deben ventilar las 

diferencias que sobre el particular surjan es la de controversias contractuales." (Negrilla fuera de texto) 

Esto quiere decir, que el convenio Interadministrativo está regulado, por el primer inciso del artículo 95 de la 

ley 489 de 1998, nominados en la ley 80 de 1993, celebrados en virtud del principio de colaboración entre 

entidades públicas, que constituyen formas concretas de colaboración interadministrativa en el cumplimiento 

de los fines del estado, caracterizado por ser un negocio jurídico en el que media un acuerdo de voluntades, 

generador de obligaciones a cargo de cada una de las partes que lo integran, obligaciones que son 

jurídicamente exigibles, por consiguiente para este concepto, el convenio es entendido como un contrato. 

3.2. Administración de los establecimientos de educación preescolar, básica y media oficiales 

En virtud de la descentralización administrativa, el servicio público educativo es organizado, administrado y 

dirigido, en los territorios por las Entidades Territoriales Certificadas en Educación, conforme a los 

artículos 6.2.3. y 7.3 de la Ley 715 de 2001, observemos: 

“Artículo 6. Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo establecido en otras normas, corresponde 

a los departamentos en el sector de educación las siguientes competencias: 

6.1. Competencias Generales. 

6.1.1. Prestar asistencia técnica educativa, financiera y administrativa a los municipios, cuando a ello haya 

lugar. 

[.] 

6.2.1. Dirigir, planificar; y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica, media en sus 

distintas modalidades, en condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la 

presente ley. 
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[.] 

6.2.3. Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las 

instituciones educativas y el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose a la 

planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, efectuará los 

nombramientos del personal requerido, administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los 

recursos disponibles en el Sistema General de Participaciones y trasladará docentes entre los municipios, 

preferiblemente entre los limítrofes, sin más requisito legal que la expedición de los respectivos actos 

administrativos debidamente motivados. 

6.2.4. Participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado, en 

la cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, calidad y 

dotación. Los costos amparados con estos recursos no podrán generar gastos permanentes a cargo al 

Sistema General de Participaciones 

[.] 

6.2.12. Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción [.] 

Artículo 7. Competencias de los distritos y los municipios certificados. 

7.1. Dirigir, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media, en 

condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la presente ley. [.] 

7.3. Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las 

instituciones educativas, el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose a la 

planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, efectuará los 

nombramientos del personal requerido, administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los 

recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones asignado a la respectiva 

entidad territorial y trasladará docentes entre instituciones educativas, sin más requisito legal que la 

expedición de los respectivos actos administrativos debidamente motivados. 

[.] 

7.12. Organizar la prestación del servicio educativo en su en su jurisdicción. 

[.]” (Negrilla fuera de texto) 

Amanera de conclusión, podemos señalar que las Entidades Territoriales Certificadas en Educación, son las 

responsables de organizar, administrar y dirigir la prestación del servicio público educativo en su territorio, lo 

cual incluye la administración de los Establecimientos Educativos de su jurisdicción, es decir deben de velar 

por el normal desarrollo de las actividades que deban de cumplir las instituciones educativas con sus 

educandos conforme a las normas expuestas. 

3.3. Educación media 

La educación formal, es entendida como la que se imparte en establecimientos educativos aprobados, en una 

secuencia regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas curriculares progresivas, y conducente a grados y 

títulos, estructurada por 3 niveles, (artículo 11 de la Ley 115 de 1994) de la siguiente manera: i) Nivel de 

preescolar, el cual comprende mínimo un grado (transición); ii) Nivel de educación básica, el cual tiene dos 

ciclos: a) básica primaria, el cual abarca cinco grados (1,a 5) y b) básica secundaria, el cual incluye cuatro 

grados (6, a 9); y iii) Nivel de educación media, el cual implica dos grados (10 y 11). 

3.4. Servicio Social Obligatorio 

La Ley 115 de 1994. Ley General de Educación, dispone la obligatoriedad de servicio social, en los siguientes 

artículos: 

“Artículo 66. Servicio social en educación campesina. Los estudiantes de establecimientos de educación 

formal en programas de carácter agropecuario, agroindustrial o ecológico prestarán el servicio social 

obligatorio capacitando y asesorando a la población campesina de la región. 

Las entidades encargadas de impulsar el desarrollo del agro colaborarán con dichos estudiantes para que la 

prestación de su servicio sea eficiente y productiva.” (Negrilla fuera de texto) 
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“Artículo 97. Servicio social obligatorio. Los estudiantes de educación media prestarán un servicio social 

obligatorio durante los dos (2) grados de estudios, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno 

Nacional.” (Negrilla fuera de texto) 

Bajo las anteriores consignas, debe entenderse que el nivel de educación media formal está integrado por los 

grados de 10 y 11, siendo, en estos grados donde se realiza el servicio social, con carácter obligatorio para 

todos los educandos incluyendo los de la educación campesina. 

Mandato legal que se reglamentó, en los artículos 2.3.3.1.6.4. y 2.3.3.4.1.2.4. del Decreto 1075 de 2015, 

veamos: 

“Artículo 2.3.3.1.6.4. Servicio social estudiantil. El servicio social que prestan los estudiantes de la educación 

media tiene el propósito principal de integrarse a la comunidad para contribuir a su mejoramiento social, 

cultural y económico, colaborando en los proyectos y trabajos que lleva a cabo y desarrollar valores de 

solidaridad y conocimientos del educando respecto a su entorno social. 

Los temas y objetivos del servicio social estudiantil serán definidos en el proyecto educativo institucional. 

Los programas del servicio social estudiantil podrán ser ejecutados por el establecimiento en forma conjunta 

con entidades gubernamentales y no gubernamentales, especializadas en la atención a las familias y 

comunidades. 

El Ministerio de Educación Nacional reglamentará los demás aspectos del servicio social estudiantil que 

faciliten su eficiente organización y funcionamiento.” 

“Artículo 2.3.3.4.1.2.4. Servicio social obligatorio. Los alumnos de educación media de los establecimientos 

de educación formal, estatales y privados, podrán prestar el servicio social obligatorio previsto en los 

artículos 66 y 97 de la Ley 115 de 1994 en educación ambiental, participando directamente en los proyectos 

ambientales escolares, apoyando la formación o consolidación de grupos ecológicos escolares para la 

resolución de problemas ambientales específicos o participando en actividades comunitarias de educación 

ecológica o ambiental.”(Negrilla fuera de texto) 

3.5. Resolución 4210 de 1996 [Ministerio de Educación Nacional] 

A su turno, los artículos citados fueron reglamentados por Ministerio de Educación Nacional, mediante la 

Resolución 4210 de 1996, la cual entre sus apartes señala lo siguiente: 

“Artículo 1. La presente resolución establece los aspectos del servicio social estudiantil obligatorio que deben 

ser tenidos en cuenta por los establecimientos educativos estatales y privados, para cumplir el propósito 

fundamental de integrar a la vida comunitaria al educando del nivel de educación media académica o técnica, 

con el fin de contribuir a su formación social y cultural, a través de proyectos pedagógicos tendientes al 

desarrollo de valores, especialmente, la solidaridad, la participación, la Iprotección, conservación y 

mejoramiento del ambiente y la dignidad y sentido del trabajo y del tiempo libre. 

Artículo 2. El servicio social estudiantil obligatorio hace parte integral del currículo y por ende del proyecto 

educativo institucional del establecimiento educativo. Como tal, debe ser adoptado en los términos 

establecidos en el artículo 15 del Decreto 1860 de 1994 y para sus modificaciones se deberá tener en cuenta 

lo dispuesto en el artículo 37 del mismo Decreto. 

En el reglamento o manual de convivencia deberá establecerse expresamente los criterios y las reglas 

específicas que deberán atender los educandos, así como las obligaciones del establecimiento educativo, en 

relación con la prestación del servicio aquí regulado. 

Artículo 3. El propósito principal del servicio social estudiantil obligatorio establecido en el artículo 39 del 

Decreto 1860 de 1994, se desarrollará dentro del proyecto educativo institucional, de tal manera que se 

atiendan debidamente los siguientes objetivos generales: 

Sensibilizar al educando frente a las necesidades, intereses, problemas y potencialidades de la comunidad, 

para que. adquiera y desarrolle compromisos y actitudes en relación con el mejoramiento de la misma. 

Contribuir al desarrollo de la solidaridad, la tolerancia, la cooperación, el respeto a los demás, la 

responsabilidad y el compromiso con su entorno social. 

Promover acciones educativas orientadas a la construcción de un espíritu de servicio para el mejoramiento 

permanente de la comunidad y a la prevención integral de problemas socialmente relevantes. 
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Promover la aplicación de conocimientos y habilidades logrados en áreas obligatorias y optativas definidas en 

el plan de estudios que favorezcan el desarrollo social y cultural de las comunidades. Fomentar la práctica del 

trabajo y del aprovechamiento del tiempo libre, como derechos que permiten la dignificación de la persona y el 

mejoramiento de su nivel de vida. 

Artículo 4. Con el fin de facilitar la determinación de los objetivos específicos, los temas, las actividades y los 

procedimientos que estructuren y organicen la prestación del servicio social estudiantil obligatorio, los 

establecimientos educativos, al adoptar o modificar su proyecto educativo institucional, tendrán en cuenta los 

siguientes criterios: 

El servicio social estudiantil deberá permitir la relación y correlación del desempeño académico de los 

estudiantes en las distintas áreas del conocimiento y de la formación, con su desarrollo personal y social. Los 

proyectos pedagógicos del servicio social estudiantil que se adopten en el plan de estudios, deberán ser 

integrales y continuos, esto es, que brinden una sistemática y efectiva atención a los grupos poblacionales, 

beneficiarias de este servicio. 

Los proyectos pedagógicos del servicio deben constituir un medio para articular las acciones educativas del 

establecimiento con las expresiones culturales locales, satisfacer necesidades de desarrollo comunitario e 

integrar acciones adelantadas por otras organizaciones sociales, en favor de la comunidad El servicio social 

atenderá prioritariamente, necesidades educativas, culturales, sociales y de aprovechamiento de tiempo libre, 

identificadas en la comunidad del área de influencia del establecimiento educativo, tales como la 

alfabetización, la promoción y presprvación de la salud, la educación ambiental, la educación ciudadana, la 

organización de grupos juveniles y de prevención de factores socialmente relevantes, la recreación dirigida y 

el fomento de actividades fisicas, prácticas e intelectuales. 

Parágrafo. En el caso de los establecimientos de educación media con especialidades en agropecuaria, 

agroindustrial o ecología, con influencia en zonas campesinas y rurales, el servicio social estudiantil 

obligatorio, atenderá proyectos pedagógicos de capacitación y asesoría en desarrollo de programas para 

mejoramiento del ingreso y de la calidad de vida de la población de dichas zonas, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 64 de la Constitución Política y 66 de la Ley 115 de 1994. 

Artículo 5. Los establecimientos educativos podrán establecer convenios con organizaciones 

gubernamentales y no gubernamentales que adelanten o pretendan adelantar acciones de carácter familiar y 

comunitario, cuyo objeto sea afín con los proyectos pedagógicos del servicio social estudiantil obligatorio, 

definidos en el respecto proyecto educativo institucional. 

Deberán además, brindar los soportes técnico-pedagógicos y administrativos necesarios que requieran los 

educandos para prestar el servicio social estudiantil obligatorio, en las condiciones y requerimientos 

determinados en cada uno de los proyectos pedagógicos que defina el mismo establecimiento educativo, de 

acuerdo con los dispuesto en esta resolución. 

Establecerán igualmente, mecanismos administrativos y pedagógicos para que los docentes del respectivo 

establecimiento educativo, puedan atender las tareas y funciones de asesoría, orientación y asistencia a los 

educandos, en el desarrollo de dichos proyectos. 

Artículo 6. El plan de estudios del establecimiento educativo deberá programar una intensidad mínima de 

ochenta (80) horas de prestación del servicio social estudiantil obligatorio en un proyecto pedagógico, durante 

el tiempo de formación en los grados 10 y 11 de la educación media, de acuerdo con lo que establezca el 

respectivo proyecto educativo institucional, atendiendo las disposiciones del Decreto 1860 de 1994 y las 

regulaciones de esta resolución. 

Esta intensidad se cumplirá de manera adicional al tiempo prescrito para las actividades pedagógicas y para 

las actividades lúdicas, culturales, deportivas y sociales de contenido educativo, ordenadas en el 

artículo 57 del Decreto 1860 de 1994. 

Artículo 7. En consideración al carácter obligatorio del servicio social estudiantil que le otorga el artículo 97 de 

la Ley 115 de 1994, para que se considere culminado el proceso formativo de los estudiantes de la educación 

media, se deberá atender de manera efectiva las actividades de los respectivos proyectos pedagógicos, 

cumplir con la intensidad horaria definida para ellos en el correspondiente proyecto educativio institucional y 

haber obtenido los logros determinados en el mismo. 

Lo anterior es requisito indispensable para la obtención del título de bachiller, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 11 del Decreto 1860 de 1994, en armonía con el artículo 88 de la Ley 115 de 1994. 
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Artículo 8. El Ministerio de Educación Nacional y las secretarías de educación departamentales y distritales, 

darán las orientaciones e instrucciones que sean necesarias, mediante circulares, documentos, textos y 

materiales de orientación y difusión, a nivel nacional y en sus respectivos territorios, para el cabal desarrollo 

del servicio social estudiantil, sin detrimento de la autonomía escolar. 

Las secretarías de educación departamentales, distritales y municipales o los organismos que hagan sus 

veces, a través de la dependencia que atienda los aspectos pedagógicos del servicio público educativo en la 

respectiva jurisdicción, prestarán asesoría a los establecimientos educativos en la aplicación de lo dispuesto 

en la presente resolución. 

Artículo 9. La presente resolución rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean 

contrarias, en especial las resoluciones 12505, 13161 y 14881 de 1987.” (Negrilla fuera de texto) 

3. Conclusión 

3.1. ¿Pueden las secretarias de educación certificadas realizar convenios entre sí, para la prestación del 

Servicio Social Obligatorio de la educación media.? 

Si, dado que los convenio Interadministrativo está regulado en la normatividad vigente, y son celebrados, en 

virtud del principio de colaboración entre entidades públicas, que constituyen formas concretas de 

colaboración interadministrativa en el cumplimiento de los fines del estado. Entre los cuales, se encuentran el 

servir a la comunidad y promover la prosperidad general, siendo la Educación un servicio público que tiene 

una función social, en cabeza de las Secretarias de Educación, como responsables de garantizar la correcta 

aplicación de las normas en materia de educación y orientar la ejecución de programas y proyectos 

educativos institucionales además de asesorar a los establecimientos educativos en el desarrollo de 

programas de desarrollo institucional pedagógico. de conformidad con las normas expuestas. 

Por tal razón, las Secretarias de Educación, discrecionalmente y si la necesidad del servicio lo requiere, 

pueden firmas convenios entre ellas, para el correcto funcionamiento de la prestación del servicio público de la 

educación, en la cual se encuentra inmerso el Servicio Social Obligatorio de la educación media como parte 

integrante del PEI de cada institución. 

3.2. ¿Pueden los colegios privados realizar convenios con entes gubernamentales y no gubernamentales, 

para la prestación del Servicio Social Estudiantil de la educación media.? 

Si, los establecimientos educativos podrán establecer convenios con organizaciones gubernamentales y no 

gubernamentales que adelanten o pretendan adelantar acciones de carácter familiar y comunitario, cuyo 

objeto sea afín con los proyectos pedagógicos del servicio social estudiantil obligatorio, definidos en el 

respecto proyecto educativo institucional. 

Deberán además, brindar los soportes técnico-pedagógicos y administrativos necesarios que requieran los 

educandos para prestar el servicio social estudiantil obligatorio, en las condiciones y requerimientos 

determinados en cada uno de los proyectos pedagógicos que defina el mismo establecimiento educativo, de 

acuerdo con los dispuesto en esta resolución. 

Establecerán igualmente, mecanismos administrativos y pedagógicos para que los docentes del respectivo 

establecimiento educativo puedan atender las tareas y funciones de asesoría, orientación y asistencia a los 

educandos, en el desarrollo de dichos proyectos. De acuerdo con el articulo 5 de la resolución 4210 de 1996 

[Ministerio de Educación Nacional] 

Cordialmente, 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

 

 

 

Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió.  
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